SUBSIDIARIEDAD TUTELA/ Improcedencia de la acción, no se recurrió la decisión que se considera violatoria de derechos 

“(…) el actor no interpuso recurso de reposición contra el auto que le negó el amparo de pobreza que solicitó y en esas condiciones, como adquirió firmeza, tenía la obligación de suministrar el valor de las copias que se mandaron expedir para dar trámite al recurso de queja.

Aquel medio de impugnación resultaba viable para obtener se repusiera la providencia por medio de la cual se abstuvo el juzgado de conceder el referido beneficio y por lo tanto, para liberarse de la carga que se le impuso de pagar tales expensas.

Ese medio de impugnación también procedía frente al auto que declaró precluido el término para expedir las copias a que se hace referencia, pero el accionante se apresuró a formular la acción de tutela, pues acudió directamente a ella sin pedir reposición de esa providencia.”

ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas aisladas o sin fundamento

“En este caso esa entidad no fue vinculada a la actuación porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa Defensoría que instaurara a su nombre las acciones de tutela que por medio de esta providencia se resuelven.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-1065 de 2005, SU-241 y T-307 de 2015.
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Decide esta Sala en primera instancia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a las que fueron vinculados la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre.

1.2 El Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira decidió rechazar las acciones populares que instauró, radicadas bajo los Nos. 2015-00932, 2015-00934, 2015-00952, 2015-00944, 2015-00992 y 2015-00905; frente a esa determinación interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, pero “no repuso y NO CONCEDIÓ ALZADA”.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita: a) se ordene al juzgado accionado conceder la alzada frente a los autos que rechazaron sus acciones populares y b) dar trámite a la tutela frente a la Defensora de Pueblo en Caldas, a fin de determinar su viola la ley 734 de 2002.

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 1º de febrero se admitieron las acciones de tutela en trámite acumulado y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de los Bancos demandados en los procesos en el que considera el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esa actuación y de los hechos en que se sustentó el amparo, la demanda fue rechazada y por ende dichas entidades aún no han concurrido a esos procesos.

2. 2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda refirió que con ocasión de las acciones populares instauradas por el señor Javier Elías Arias Idárraga, se han designado diferentes profesionales de esa entidad para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998. Respecto del objeto de la acción de tutela, dijo que la situación planteada es ajena al Ministerio Público, entidad que procederá a ejercer su función de control cuando el proceso esté en la etapa de pacto de cumplimiento. Por tanto solicitó su desvinculación del trámite.

2.2 El Municipio de Pereira, por medio de apoderada, solicitó negar el amparo porque la entidad que representa no ha lesionado los derechos fundamentales del actor, máxime que los hechos de las demandas involucran exclusivamente al juzgado accionado, cuyas decisiones están amparadas en el principio de autonomía judicial.

23.- El juzgado accionado y el Defensor del Pueblo guardaron silencio. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En relación con el segundo de los presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales, es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela…”
.

No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

3.- Las pruebas documentales allegadas en el proceso y que obran en este cuaderno, acreditan los siguientes hechos:

a.- El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra el Banco Bancolombia, ubicado en la Avenida Suba No. 105-68 de la ciudad de Bogotá
.
b.- Por auto del 23 de octubre del 2015 el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local decidió rechazar la demanda por falta de competencia territorial y ordenó remitirla al reparto de los juzgados civiles del circuito de la ciudad de Bogotá, al considerar que como la presunta vulneración de derechos colectivos ocurre en esta última ciudad,  de la acción popular debe conocer un juez de ese lugar de acuerdo con el artículo 16 de la ley 472 de 1998
.

c.- Frente a esa determinación el demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, con el argumento de que la vulneración alegada ocurre “a lo largo y ancho del territorio patrio” y solicitó se tomaran como referencia decisiones adoptadas por la Corte Suprema de Justicia y una de este Tribunal
.

d.- Mediante proveído del 9 de noviembre de 2015 decidió el juzgado no reponer el auto impugnado. Además, se abstuvo de conceder la apelación de conformidad con el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, según el cual, la alzada solo procede con la sentencia que se dicte en primera instancia, “de manera que tratándose de autos, solo procede el recurso de reposición”
.
e.- Respecto de esta última determinación, el accionante manifestó que interponía el recurso de queja
.

f.- Por auto del 23 de noviembre interpretó el juzgado accionado que se trataba de uno de reposición y que en subsidio se pedían copias para recurrir en queja; decidió no reponer el auto que negó la alzada y ordenó al demandante que en el término de cinco días aportara las expensas necesarias para expedir las copias del proceso, “so pena de las consecuencias previstas” en el inciso 5º del artículo 378 del Código de Procedimiento Civil.

g.- El accionante interpuso recurso de reposición frente al último mandato, con los argumentos de ser una acción de raigambre constitucional y carecer de recursos para atender el pago de las copias. Solicitó se le ampare por pobre.
 

h.- El 7 de diciembre del año anterior decidió el juzgado no reponer al auto impugnado, ni conceder el amparo de pobreza
.

i.- Contra esa providencia también interpuso el actor recurso de reposición para que se le concediera la apelación contra el auto que rechazó la demanda
.

j.- El Juzgado se abstuvo de dar trámite a esa impugnación por auto del 27 de enero de este año y además declaró precluido el término otorgado al actor popular para cancelar el valor de las copias ordenadas, con el fin de tramitar la queja
.

k.- Idénticas determinaciones se adoptaron en las acciones populares propuestas por el actor contra las siguientes entidades: a) Banco Caja Social, ubicados en la carrera 8 No. 15-51 de Bogotá y en la carrera 13 No. 27-84 de la misma ciudad, en los que la última providencia se dictó el 28 de enero de 2016; b) Bancolombia, ubicados en la carrera 9 No. 42-94 y Avenida 82 No. 11-64 de Bogotá. En este, la última de las providencias atrás enlistadas también se produjo el 28 de enero del año que corre; c) Banco Colpatria de la carrera 7a Nª. 32-25 de Bogotá y también el mismo 28 de enero se dictó la providencia referida
.
4.- La acción constitucional fue presentada para el reparto el  pasado 28 de enero
, es decir, de acuerdo con las pruebas que se acaban de relacionar, un día después de proferido, en algunas acciones populares, el auto que declaró vencido el término para expedir las copias ordenadas con el fin de dar trámite al recurso de queja; en otras de ellas, el mismo día en que se dictó, cuando ni siquiera se había perfeccionado la notificación de esas decisiones y por ende, tampoco había corrido su ejecutoria.

También acreditan esas pruebas que el actor no interpuso recurso de reposición contra el auto que le negó el amparo de pobreza que solicitó y en esas condiciones, como adquirió firmeza, tenía la obligación de suministrar el valor de las copias que se mandaron expedir para dar trámite al recurso de queja.
Aquel medio de impugnación resultaba viable para obtener se repusiera la providencia por medio de la cual se abstuvo el juzgado de conceder el referido beneficio y por lo tanto, para liberarse de la carga que se le impuso de pagar tales expensas.

Ese medio de impugnación también procedía frente al auto que declaró precluido el término para expedir las copias a que se hace referencia, pero el accionante se apresuró a formular la acción de tutela, pues acudió directamente a ella sin pedir reposición de esa  providencia.

5.- En conclusión, no empleó el citado señor los medios ordinarios de protección con que contaba al interior de los distintos procesos para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela y por tanto, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda el amparo contra providencias judiciales, de conformidad con la jurisprudencia que atrás se transcribió.

6.- Solicitó además el accionante tramitar la tutela contra el Defensor del Pueblo de Caldas, con el fin de establecer si violó la ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre.
En este caso esa entidad no fue vinculada a la actuación porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa Defensoría que instaurara a su nombre las acciones de tutela que por medio de esta providencia se resuelven.
7.- Tal como lo solicita el citado señor, se le enviará copia de este fallo a su correo electrónico y se ordenará, a su costa, expedirle copia del escrito por medio del cual formuló la acción. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Andrés Mauricio Arboleda, el Alcalde del municipio de Pereira, el Banco Comercial AV Villas S.A., la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.

SEGUNDO.- Se niega la petición elevada con el fin de que se envíe copia de la actuación a la Oficina Judicial de Manizales, para que se tramite la acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Manizales o para que lo haga este Tribunal.

TERCERO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, expídasele copia del escrito por medio del cual formuló la acción.
CUARTO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO.- De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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